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ANClZAR RODRIGUEZ GARCIA y OTRO
TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA - SECCiÓN
TERCERA - SUBSECCIÓN B y OTRO

Notificación a terceros con interés.

AUTO DE TRÁMITE

1. Estando el expediente para fallo de segunda instancia, se advierte que por auto
del 8 de marzo de 2019, se admitió la presente acción por la Subsección "A",
Sección Tercera del Consejo de Estado y, en el numeral tercero de esa providencia
se dispuso oficiar al Juzgado Treinta y Dos Administrativo de Bogotá para que
informara quiénes conformaron la parte demandante del proceso de reparación
directa con radicación No. 2018-00095-00 y fuera suministrada la dirección en la que
podían ser notificados.

Pese a ello, únicamente obra oficio suscrito por el secretario de dicho juzgado,
radicado el 18 de marzo de 2019, en el que se remite el expediente en calidad de
préstamo (folio 38).

2. Verificada la información que obra en el expediente ordinario, se advierte que
como demandantes figuran:

Fabio Alejandro Suárez Reyes (accionante). Dicho ciudadano actúa en el
proceso ordinario en nombre propio y de su menor hijo Nicolás Suárez Feo.

Liliana Patricia Suárez Reyes y Carlos Marín Insuasti Insuasti, quienes
actúan en el proceso de reparación directa en nombre propio y de sus
menores hijos Sebastián y Santiago Insuasti Suárez.

Mario Fernando Suárez Reyes y Crisberth Melissa Vargas Gómez, actuando
en nombre propio y de su menor hijo Camilo Andrés Suárez Vargas.

Raquel Reyes de Navarro.

Eisa Reyes de Suárez.
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3. En tal virtud, se dispone lo siguiente:
,

3.1. Por Secretaria General, notificar a Liliana Patricia Suárez Reyes y Carlos
Marin Insuasti Insuasti, quienes actúa en el proceso de reparación directa en nombre
propio y de sus menores hijos Sebastián y Santiago Insuasti Suárez, a Mario
Fernando Suárez Reyes y Crisberth Melissa Vargas Gómez, actuando en nombre
propio y de su menor hijo Camilo Andrés Suárez Vargas, a Raquel Reyes de
Navarro y a Eisa Reyes de Suárez, de la existencia de la presente acción, a la
dirección que se indica a folio 25 vuelto del expediente ordinario, numeral 2° y en
todo caso, deberá remitirlo igualmente a la dirección del apoderado que figura en el
numeral 3° del acápite de notificaciones de la demanda.

Para tal efecto, remitase copia de la providencia del 8 de marzo de 2019 por la cual
se dispuso la admisión de la presente acción, del escrito de tutela, del fallo de
primera instancia emitido el 8 de mayo de 2019 y del presente auto, con el fin de que
los terceros con interés ejerzan su derecho de defensa. Término: dos (2) dias.

Igualmente deberá enviarse oficio al actor Fabio Alejandro Suárez Reyes, para que
indique si la presente acción también la presenta en representación de su menor hijo
Nicolás Suárez Feo, tal como lo hizo en la demanda ordinaria dentro del medio de
control de reparación directa.

3.2. En caso de que la Empresa de Correos 472 devuelva la notificación ante la
imposibilidad de efectuarla, la Secretaria General deberá fijar un aviso dirigido a los
mencionados ciudadanos, en un lugar visible de la Secretaría, por el término de tres
(3) dias, en el que informe de la existencia de este proceso.

Además, se deberá publicar en la página web del Consejo de Estado la existencia
del proceso de la referencia, del auto que dispuso la admisión de la tutela, del fallo
de tutela de primera instancia y de la presente providencia.

En caso de que los interesados comparezcan ante esta Corporación, se les
entregará copia del auto admisorio, del fallo de tutela de primera instancia y del
escrito de tutela para que, si a bien lo tienen, intervengan en el proceso dentro del
término de dos (2) dias ordenado en el numeral anterior. De todo lo anterior deberá
quedar constancia en el expediente.

Cumplidas las órdenes emitidas en esta providencia, el expediente deberá subir al
despacho para emitir decisión de fondo.

Notifiquese y cúmplase.

JORG RAMíREZ
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Por reunir los requisitos legales, el Despacho dispone:

PRIMERO. Admitir la demanda de tutela presentada por los señores Ancizar

Rodríguez G~rcía y Fabio Alejanpro Suárez Reyes contra el Tribunal

Administrativo de Cundinarnarca, Sección Tercera, Subsección B, y el Juzgado 32

Administrativo d~ Bogotá, con el objeto de que se amparen los derechos

fundamentales a la igualdad, al debido proceso y de acceso a la administracíón de

justicia.

SEGUNDO. En calidad de parte demandada, notificar a los magistrados del

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, y al

Juez 32 Administrativo de Bogotá. Entregándoles copia de la demanda y de los

anexos.

TERCERO. En calidad de terceros con interés, notificar:

• A todos los demandantes en el proceso de reparación directa con radicado

No. 2018-00095-00, demandante: Fabio Alejandro Suárez Reyes y otros.

Para el efecto, ofíciese al Juzgado 32 Administrativo de Bogotá para que '---.

informe quiénes conformaron la parte demandante de ese proceso y

suministre la dirección en la que pueden ser notificados.
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í
• Al ministro de Defensa Nacional y al director de la Policía Nacional, toda

vez que las entidades que representan actuaron como demandadas en el

proceso ordinario.

CUARTO. Notificar a la Agencia Naciclnal de Defensa Jurídica del Estado, de

acuerdo con lo establecido en el artículo 610 del Código General del Proceso.

Para practicar dicha notificación, se remitirá mensaje al buzón de correo

electrónico de la entidad, informándole que el expediente queda a su disposición,

por si desea revisarlo e intervenir.

QUINTO. Surtidas las notificaciones, el expediente permanecerá en Secretaría a

dísposición de la parte demandada y de los terceros, por el término de dos (2)

días, para que ejerzan los derechos que pretendan hacer valer.

SEXTO. Solicitar al Juzgado 32 Administrativo de Bogotá que, en calidad de

préstamo, remita el expediente de reparación directa con radicado No. 2018-

00095-00, demandante: Fabio Alejandro Suárez Reyes y otros, demandado:

Nación - Ministerio de Defensa - Policia Nacional.

Hasta tanto se allegue el expediente solicitado en préstamo, suspéndanse los

términos para decidir la presente acción de tutela.

NOTIFíQUESE y CÚMPLASE
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CONSEJO DE ESTADO

SALA DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO

SECCiÓN TERCERA

SUBSECCIÓN A

CONSEJERA PONENTE: MARíA ADRIANA MARíN
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Radicación:

Demandante:

Demandado:

Referencia:

11001-03-15-000-2019-00931-00

ANCíZAR RODRíGUEZ GARCiA y OTRO

TRIBUNAL ADMINISTRATIVO DE CUNDINAMARCA,

SECCiÓN TERCERA, SUBSECCIÓN B, y OTRO

SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Decide la Sala la acción de tutela instaurada por los señores Ancízar Rodríguez

García y Fabio Alejandro Suárez Reyes contra el Juzgado 32 Administrativo de

Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera,

Subsección B.

I.ANTECEDENTES

1. Demanda

1.1. Pretensiones

El 4 de marzo de la presente anualidad (fl. 1), los señores Ancízar Rodriguez

García y Fabio Alejandro Suárez Reyes interpusieron acción de tutela contra el

Juzgado 32 Administrativo de Bogotá y el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca, Seccíón Tercera, Subsección B, por considerar vulnerados los

derechos fundamentales a la igualdad, al debido proceso y de acceso a la

administración de justicia. Como consecuencia, formularon las siguientes

pretensiones (fl. 6):

1. Revocar en todas sus partes el proveído del 9 de mayo de 2018 (. . .) [por
medía el cual] el Juzgado Treinta y Dos Administrativo del Circuito Judicial
de Bogotá D.G.- Sección Tercera rechazó la demanda al considerar que se
había configurado el fenómeno jurídico de la caducidad.
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2. Que se revoque el auto del once (11) de diciembre de dos mil dieciocho
(2018) (. ..), por medio del cual el Tribunal Administrativo De
Cundinamarca Sección Tercera Subsección 'B" (. ..) decide confirmar el
auto del juzgado que rechazó la demanda.

3. Ordenar al Juzgado 32 Administrativo y Tribunal Administrativo de
Cundinamarca que se admita la demanda de Reparación Directa que se
impetró en contra de la Nación - Mindefensa - Policía Nacional.

1.2. Hechos

Los supuestos fácticos de la solicitud de amparo se resumen asi:

El 29 de octubre de 2015, en Bogotá, miembros de la Policia Nacional detuvieron

al señor Fabio Alejandro Suárez Reyes, por la presunta comisión del delito de

porte de estupefacientes. Posteriormente, se dispuso su traslado en una

motocicleta al CAl más cercano; no obstante, según se dijo, el patrullero que

conducia no acató una señal de tránsito, lo que ocasionó un accidente, en el que

resultó lesionado.

Por los mencionados hechos, la Inspección General de la Policía Nacional -

Oficina de Control Disciplinario (COSEC) inició un proceso disciplinario, en el que,

una vez agotadas las etapas procesales, profirió fallo el 9 de febrero del 2016,

mediante el cual declaró la responsabilidad del patrullero Maicol Sduar Garzón

Llanos y, como consecuencia, le impuso una multa de 10 SMLMV, decisión que le

fue comunicada al señor Suárez Reyes el12 de septiembre de 2017.

El 6 de abril de 2018, el señor Suárez Reyes y otros, por conducto de apoderado

judicial, presentaron demanda reparación directa contra la Nación - Ministerio de

Defensa - Policía Nacional, con el fin de que se les indemnizaran los perjuicios

ocasionados por las lesiones que aquel sufrió, como consecuencia del accídente

de tránsito, cuando era transportado por el señor Garzón Llanos en una

motocicleta de la Policia.

En auto del 9 de mayo de 2018, el Juzgado 32 Administrativo de Bogotá rechazó

la demanda por considerar que se interpuso por fuera del término previsto en el

articulo 164 de la Ley 1437 de 2011 para el ejercicio de la acción de reparación

directa, esto es, 2 años contados a partir de la ocurrencia del daño.
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Consideró que el término de caducidad empezó a correr partir del diagnóstico

médico que le dieron al señor Suárez Reyes (30 de octubre de 2015), pues en esa

fecha se tuvo conocimiento de las lesiones sufridas en el accidente de tránsito.

Aclaró que la concreción del daño no puede quedar al arbitrio de las partes, toda

vez que, si bien es cierto que el patrullero que lo transportaba fue declarado

disciplinariamente responsable, lo cierto era que con esa providencia no se

materializó el daño por el cual se demandó.

Por lo anterior, el juzgado concluyó que la parte actora debió acudir ante esta

jurisdicción durante el periodo comprendido entre el 31 de octubre de 2015 y el 31

de octubre de 2017; no obstante, la demanda fue presentada el 6 de abril de 2018.

Contra la referida decisión, la parte actora interpuso recurso de apelación, con el

argumento de que en su caso no era posible aplicar el término de caducidad

previsto en el articulo 164 de la Ley 1437 de 2011, dado que se trataba de un

asunto de grave violación a los derechos humanos, lo cual fue puesto de presente

en el fallo disciplinario cuando se advirtió sobre «la utilización de procedimientos

alejados de los protocolos legales y de tratos crueles, inhumanos y degradantes

en el traslado del detenido».

En providencia del 11 de diciembre de 2018, el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, confirmó el auto apelado, para

cuyo efecto sostuvo que estaba acreditado que el señor Fabio Alejandro Suárez

Reyes fue detenido por miembros de la Po licia Nacional, en razón de que

supuestamente portaba estupefacientes y que posteriormente fue trasladado por

unos patrulleros en una motocicleta, quienes, al no acatar una señal de tránsito,

ocasionaron el accidente. Explicó que dicho acto no podía ser catalogado como

una violación grave de derechos humanos, pues si bien el procedimiento policivo

para transportarlo no se realizó conforme lo dispone la ley, ello dista del carácter

clandestino que reviste el «delito de lesa humanidad».

Por consiguiente, consideró que la caducidad empezó a correr desde el 2 de

noviembre de 2015, esto es, cuando el señor Fabio Alejandro Suárez Reyes fue

dado de alta por las lesiones que sufrió, hasta el 3 de noviembre de 2017, y como
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la solicitud de conciliación extrajudicial fue presentada el8 de febrero de 2018,

debía ente entenderse que no interrumpió el término de caducidad.

1.3. Argumentos de la tutela

Según la parte actora, las autoridades judiciales accionadas incurrieron en los

defectos sustantivo y procedimental absoluto, toda vez que hicieron una

interpretación restrictiva del literal i) del numeral 2 del articulo 164 de la Ley 1437

de 2011, al concluir que el término de caducidad debia contarse a partir de la

ocurrencia del accidente de tránsito o desde que se le dio de alta al señor Fabio

Alejandro Suárez Reyes, y no desde que se tuvo conocimiento del fallo

disciplinario, momento del cual, en su sentir, pudo determinar cuáles eran los

elementos constitutivos de la responsabilidad de la Policía Nacional.

Adicionalmente, manifestó que no se tuvo en cuenta que fue esposado y

transportado en una motocicleta de la Policia, sin los elementos de seguridad

correspondíentes, lo que constituye « una tortura que se puede considerar como

delito de lesa humanidad y da lugar a que la acción sea imprescriptible», tal

como lo ha considerado la Sección Tercera del Consejo de Estado.

2. Trámite impartido e intervenciones

2.1. Mediante auto del 8 de marzo de 2019 (fI.12), se admitió la presente acción

de tutela y se ordenó notificar a las autoridades judiciales accionadas y, como

terceros con interés, a todos los demandantes del proceso de reparación directa

con radicado No. 2018-00095-01, al Ministerio de Defensa y a la Policia Nacional,

con el propósito de que rindieran informe. Asimismo, se ordenó notificar a la

Agencia Nacional de Defensa Jurídica del Estado.

2.2. El Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B,

a través del magistrado ponente de la decisión objeto de tutela (fls. 22 - 25),

manifestó que la parte actora pretende convertir la tutela en una instancia

adicional, por cuanto reiteró los argumentos planteados y ya resueltos en el

proceso ordinario, como si esta acción constitucional fuera un mecanismo para

manifestar las inconformidades frente al resultado del mismo.
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Dijo, además, que en la providencia atacada se explicaron las razones por las

cuales el presente asunto no se adecuaba a aquellos casos de lesa humanidad,

en los que la Sección Tercera del Consejo de Estado ha inaplicado la regla de

caducidad prevista en el literal i) del articulo 164 del CPACA para el ejercicio de la

acción de reparación directa. Por tanto, el término de caducidad debía contarse

desde el 2 de noviembre de 2015, fecha en la que el señor Fabio Alejandro

Suárez Reyes fue dado de alta, y no desde que se le comunicó el fallo

disciplinario proferido contra el patrullero Maicol Sduar Garzón Lianas, como lo

pretende la parte demandante.

2.3. Por su parte, el Ministerio de Defensa - Policía Nacional (fls. 36 - 37) arguyó

que la solicitud de amparo no es una herramienta para revivir el término de

caducidad, como lo pretende la parte demandante, porque, como se dijo en las

decisiones cuestionadas, el punto de partida para contar el término de caducidad

de la acción de reparación directa se determina con la fecha en la que se le

ocasionaron las lesiones al señor Suárez Reyes, y no desde que se le comunicó

el fallo disciplinario.

2.4. El Juzgado 32 Administrativo de Bogotá y la Agencia Nacional de Defensa

Jurídica del Estado guardaron silencio, a pesar de haber sido notificados de la

admisión de la demanda.

11.C O N S I D E R A C ION E S

1. Cuestión previa

1.1. De la falta de legitimación en la causa por activa del señor Ancízar

RodríguezGarcía

En materia de acción de tutela, la legitimación en la causa por activa radica en el

titular del derecho fundamental amenazado o vulnerado por la autoridad o por el

particular, según sea el caso. Excepcionalmente, el artículo 10 del Decreto 2591

de 19911 permite (i) que el titular del derecho acuda al juez de tutela mediante

1 "ARTiCULO 10. LEGITIMIDAD E INTERÉS. la acción de tutela podrá ser ejercida, en todo
momento y lugar, por cualquiera persona vulnerada o amenazada en uno de sus derechos
fundamentales, quien actuará por si misma o a través de representante. Los poderes se
presumirán auténticos
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representante legal o apoderado judicial, o (ii) que se agencien derechos ajenos,

cuando el titular está en imposibilidad fisica o juridica de promover su propia

defensa.

Con todo, para ejercer la acción de tutela, es necesario demostrar, al menos

sumariamente, que se sufre la afectación (violación o amenaza) de algún derecho

fundamental.

En el caso bajo estudio, el señor Ancizar Rodríguez Garcia reclama de manera

directa la protección de los derechos fundamentales a la igualdad, al debido

proceso y de acceso a la administración de justicia, los cuales estima vulnerados

por el Juzgado 32 Administrativo de Bogotá y el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, básicamente, porque rechazaron

por caducidad la demanda promovida dentro del proceso de reparación directa •

con radicado No, 2018-00095-01

No obstante, revisado el expediente contentivo del proceso ordinario, se advierte

que el señor Rodriguez Garcia no conformó ninguno de los extremos dentro de

aquella controversia, sino que actuó como apoderado judicial de los demandantes,

tal como consta a folios 30, 34, 37,40 Y 51.

De este modo, la Sala estima que no está acreditado el interés juridico que le

asiste para cuestionar, por via de tutela, las providencías del 9 de mayo de 2018 y

del 11 de diciembre de 2018, dictadas por el Juzgado 32 Administrativo de Bogotá

y por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B,

respectivamente, pues, se reitera, quien está legitimado para ejercer la acción de

tutela es el titular del derecho amenazado o vulnerado, salvo cuando se agencian

derechos ajenos, porque el titular de los mismos no puede promover su propia

defensa, lo cual no ocurre en este caso.

Cabe agregar que el solo hecho de que en el proceso de reparación directa el

abogado Rodríguez Garcia hubiera actuado como apoderado del aqui

demandante y de sus familiares, no lo habilita automáticamente para solicitar el

También se pueden agenciar derechos ajenos cuando el titular de los mismos no esté en
condiciones de promover su propia defensa, Cuando tal circunstancia ocurra, deberá manifestarse
en la solicitud
También podrá ejercerla el Defensor del Puebto y los personeros muniCipales".

6



Radicación número: 11001-03-15-000-2019-00931-00
Actor ANCíZAR RODRíGUEZ GARCíA y OTRO
Demandado: TRIBUNAL ADMINISTRA TlVO DE CUNDINAMARCA. SECCiÓN
TERCERA. SUBSECCIÓN B. y OTRO
Referencia: SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

amparo de sus derechos fundamentales. Si lo pretendido por el profesional del

derecho era representar judicialmente al señor Suárez Reyes en este proceso,

debió aportar el poder especial que lo facultara para ejercer la acción de tutela en

su nombre; sin embargo, no lo hizo así y, por tanto, la Sala no puede admitir que

el referido abogado instaure la demanda de tutela directamente, como su fueran

sus derechos fundamentales los supuestamente vulnerados por las providencias

del Juzgado 32 Administrativo de Bogotá y el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, que aquí se cuestionan.

Asi las cosas, como el señor Ancizar Rodríguez Garcia no tiene el interés jurídico

necesario para presentar la demanda de tutela directamente, de conformidad con

lo previsto en el articulo 10 del Decreto 2591 de 1991, se impone declarar la falta

de legitimación en la causa por activa, en relación con el mencionado abogado.

2. La acción de tutela contra providencias judiciales

La acción de tutela es un mecanismo judicial cuyo objeto es la protección de los

derechos fundamentales amenazados o vulnerados por la acción u omisión de

cualquier autoridad pública o por un particular, en el último caso, cuando así lo

permita expresamente la ley.

La tutela procede cuando el interesado no dispone de otro medio de defensa,

salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjUICIO

irremediable. En todo caso, el otro mecanismo de defensa debe ser idóneo para

proteger el derecho fundamental vulnerado o amenazado, pues, de lo contrario, el

juez de tutela deberá examinar si existe perjuicio irremediable y, de existir,

concederá el amparo impetrado, siempre que esté acreditada la razón para

conferir la tutela.

En prinCipiO, la Sala Plena de esta Corporación consideraba que la acción de

tutela era improcedente contra las providencias judiciales; sin embargo, a partir del

año 20122, aceptó su procedencia, conforme con las reglas que ha fijado la Corte

Constitucional, esto es, cuando la misma viole flagrantemente algún derecho

fundamental.

2 Sentencia del 31 de julio de 2012, expediente No. 2009-01328-01(IJ), M.P. Maria Elizabeth
Garcia González.
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Con todo, la tutela no puede convertirse en la instancia adicional de los procesos

judiciales, pues los principios de seguridad juridica y de coherencia del

ordenamiento jurídico no permiten la revisión permanente y a perpetuidad de las

decisiones que alli se adoptan y, por tanto, no puede admitirse la procedencia de

la tutela contra providencias judiciales, sin mayores excepciones.

Para aceptar la procedencia de la tutela contra providencias judiciales, entonces,

el juez de tutela debe verificar el cumplimiento de los requisitos generales y

específicos que fijó la Corte Constitucional, en la sentencia C-590 de 2005.

Según la Corte, los requisitos generales para la procedencia de la acción de tutela

contra providencias judíciales son: (i) que el actor indique los hechos y las razones

en que se fundamenta la acción; (ii) que el accionante hubiera utilizado todos los

mecanismos judíciales ordinarios y extraordinarios a su alcance para la protección

de sus derechos fundamentales (subsidiariedad); (iii) que la acción se hubiera

interpuesto en un término prudencial (inmediatez); (iv) que el asunto sea de

evidente relevancia constitucíonal y (v) que no se trate de una decisión proferida

en sede de tutela.

En relación con este último requisito general, cabe anotar que la Corte

Constitucional, en sentencia SU-52? de 2015, estableció que la acción de tutela

contra decisiones proferidas en sede de tutela procede en dos eventos

excepcionales.

El primero de ellos se presenta cuando la solicitud de amparo está dirigida contra

actuaciones del proceso ocurridas antes de la sentencia, consistentes, por

ejemplo, en la omisión del deber del juez de informar, notificar o vincular a terceros

que podrían verse afectados con la decisión. El segundo, por su parte, acaece

cuando con la acción de tutela se busca proteger un derecho fundamental que

habría sido vulnerado en el trámite del incidente de desacato.

Una vez la acción de tutela supere el estudio de las causales anteriores, llamadas

genéricas, el juez puede conceder la protección siempre que advierta la presencia

de alguno de los siguientes defectos o vicíos de fondo: (i) defecto sustantivo, (ii)

defecto fáctico, (iii) defecto procedimental absoluto, (iv) defecto orgánico, (v) error

inducido, (vi) decisión sin motivación, (vii) desconocimiento del precedente y (viii)
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violación directa de la Constitución. La Corte Constitucional describió tales

causales, asi:

a. Defecto orgánico, que se presenta cuando el funcionario judicial que
profirió la providencia impugnada, carece, absolutamente, de competencia
para ello.

b. Defecto procedimental absoluto, que se origina cuando el juez actuó
completamente al margen del procedimiento establecido.

c. Defecto fáctico, que surge cuando el juez carece del apoyo probatorio que
permita la aplicación del supuesto legal en el que se sustenta la decisión.

d Defecto material o sustantivo, como son los casos en que se decide con
base en normas inexistentes o inconstitucionales o que presentan una
evidente y grosera contradicción entre los fundamentos y la decisión .

e. Error inducido, que se presenta cuando el juez o tribunal fue victima de un
engalla por parte de terceros y ese engaño lo condujo a la toma de una
decisión que afecta derechos fundamentales.

f Decisión sin motivación, que implica el incumplimiento de los servidores
judiciales de dar cuenta de los fundamentos fácticos y juridicos de sus
decisiones en el entendido que precisamente en esa motivación reposa la
legitimidad de su órbita funcional.

g. Desconocimiento del precedente, hipótesis que se presenta, por ejemplo,
cuando la Corte Constitucional establece el alcance de un derecho
fundamental y el juez ordinario aplica una ley limitando sustancialmente dicho
alcance En estos casos la tutela procede como mecanismo para garantizar la
eficacia juridica del contenido constitucionalmente vinculante del derecho
fundamental vulnerado.

h Violación directa de la Constitución.

Conviene decir, además, que al demandante le corresponde identificar y sustentar

la causal especifica de procedibilidad y exponer las razones que sustentan la

violación de los derechos fundamentales. Para el efecto, no basta con manifestar

inconformidad o desacuerdo con las decisiones tomadas por los jueces de

instancia, sino que es necesario que el interesado demuestre que la providencia

cuestionada ha incurrido en alguna de las causales especificas para la

procedencia de la acción de tutela contra providencias judiciales. De lo contrario,

la tutela carecería de relevancia constitucional.

Justamente, las causales específicas que ha decantado la Corte Constitucional (y

que han venido aplicando la mayoria de las autoridades judiciales) buscan que la

tutela no se convierta en una instancia adicional para que las partes reabran
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discusiones que son propias de los procesos judiciales ordinarios o expongan los

argumentos que dejaron de proponer oportunamente.

Por último, cabe anotar que, en recientes pronunciamientos3, la Corte

Constitucional ha restringido aún más la posibilidad de cuestionar, por via de

tutela, las providencias dictadas por la Corte Suprema de Justicia y el Consejo de

Estado. En ese sentido, la Corte señaló que, además del cumplimiento de los

requisitos generales y la configuración de una de las causales específicas antes

mencionados, la acción de tutela contra providencias proferidas por los

denominados órganos de cierre, "sólo tiene cabida cuando una decisión riñe de

manera abierta con la Constitución y es definitivamente incompatible con la

jurisprudencia trazada por la Corte Constitucional al definir el alcance y limites de

los derechos fundamentales o cuando ejerce el control abstracto de

constitucionalidad, esto es, cuando se configura una anomalía de tal entidad que

exige la imperiosa intervención del juez constitucionaf'.

3. Problema Jurídico

En primer lugar, corresponde a la Sala determinar si la solicitud de amparo cumple

con los requisitos generales de la tutela contra providencia judicial,

particularmente, el de la relevancia constitucional, teniendo en cuenta que los

intervinientes sostuvieron que la parte actora estaba tratando de convertir la tutela

en una instancia adicional del proceso ordinario. Si se cumple, deberá abordarse

el estudio de fondo del asunto, con el fin de establecer si el Juzgado 32

Administrativo de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección

Tercera, Subsección B, incurrieron en los defectos sustantivo y procedimental

absoluto, al rechazar por caducidad la demanda de reparación directa (radicado

No. 2018-00095-01), promovida por el señor Fabio Alejandro Suárez Reyes y

otros contra el Ministerio de Defensa - Policia Nacional.

3.1. De la relevancía constitucional

En sentencia del 5 de agosto de 20144, la Sala Plena de esta Corporación señaló

que el requisito de la relevancia constitucional tiene como finalidad (1) proteger la

3 Ver, entre otras, las sentencias SU-917 de 2010 Y SU-573 de 2017.
4 Expediente número: 11001-03-15-000-2012-02201-01 (IJ), M.P. Jorge Oelavio Ramirez Ramirez.
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autonomía e independencia judicial y (ii) evitar que el juez de tutela se inmiscuya

en asuntos que le corresponde resolver a otras jurisdicciones. De ahí que, para

determinar si una solicitud de amparo de tutela tiene o no relevancia

constitucional, es necesario examinar dos elementos.

El primero de ellos consiste en que el actor cumpla su carga argumentativa, esto

es, que justifique suficientemente la relevancia constitucional por vulneración de

derechos fundamentales. Debe tenerse en cuenta que para ello "(nJo basta,

entonces, aducir la vulneración de derechos fundamentales para cumplir este

requisito de procedibilidad de la tutela contra providencias judiciales".

El segundo hace referencia que la acción de tutela no se erija en una instancia

adicional al proceso ordinario en el cual fue proferida la providencia acusada, toda

vez que este valioso mecanismo de estirpe constitucional fue creado para

proteger derechos fundamentales y no para que las partes de un proceso judicial

ventilen sus discrepancias con las providencias que allí se dicten.

Ciertamente, la tutela no puede convertirse en la instancia adicional de los

procesos judiciales, pues los principios de seguridad jurídica y de coherencia del

ordenamiento juridico no permiten la revisión permanente y a perpetuidad de las

decisiones de los jueces y, por tanto, no puede admitirse, sin mayores

excepciones, la procedencia de la tutela contra providencias judiciales

4. Caso concreto y solución del problema juridico

En el caso bajo estudio, el señor Fabio Alejandro Suárez Reyes manifestó que, al

dictar las providencias del 9 de mayo y del 11 de diciembre de 2018, el Juzgado

32 Administrativo de Bogotá y el Tribunal Administrativo de Cundinamarca,

Sección Tercera, Subsección B, respectivamente, incurrieron en los defectos

sustantivo y procedimental absoluto, por cuanto concluyeron que la demanda de

reparación directa interpuesta el 6 de abril de 2018 estaba caducada .

.A juicio del señor Suárez Reyes, las autoridades judiciales accionadas hicieron

una interpretación restrictiva del literal i) del numeral 2 del articulo 164 de la Ley

1437 de 2011, que establece que la demanda deberá presentarse dentro del

término de 2 años, contado a partir del dia siguiente al de la ocurrencia de la
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acción u omisión causante del daño, o de cuando el demandante tuvo o debió

tener conocimiento del mismo si fue en fecha posterior y siempre que pruebe la

imposibilidad de haberlo conocido en la fecha de su ocurrencia. En ese sentido,

manifestó que el término de caducidad debe computarse desde el 13 de

septiembre de 2017, fecha en la que se le comunicó el fallo disciplinario, proferido

contra el patrullero que provocó el accidente en el que sufrió las lesiones por las

que instauró la demanda de reparación directa, dado que a partir de dicha decisión

pudo determinar cuáles eran los elementos constitutivos de la responsabilidad de

la Policia Nacional.

Agregó que su caso era de aquellos catalogados como graves violaciones a los

derechos humanos, por cuanto la Policia Nacional utilizó vehiculos no

convencionales para trasladarlo como detenido, lo que, en su sentir, se trataba de •

un delito de lesa humanidad, el cual es imprescriptible y, por tanto, no podia •

aplicarse un término de caducidad, según la jurisprudencia del Sección Tercera

del Consejo de Estado.

Corresponderia a la Sala estudiar de fondo las causales específicas de

procedibilidad anteriormente señaladas; sin embargo, una vez revisado el

expediente allegado en préstamo y analizadas las providencias atacadas, se

advierte que la solicitud de amparo carece de relevancia constitucional. por cuanto

el señor Suárez Reyes está tratando de convertir la tutela en instancia adicional

del proceso de reparación directa y, de esa manera, ventilar sus inconformidades

respecto de la configuración o no del fenómeno juridico de la caducidad de la

acción.

En efecto, en el escenario que propone el demandante, la Sala tendría que

examinar nuevamente los argumentos expuestos en el recurso de apelación

interpuesto contra la providencia del 9 de mayo de 2018, proferida por el Juzgado

32 Administrativo de Bogotá, esto es: i) que en su caso se configuró una grave

violación a los derechos humanos, porque fue esposado y trasladado en una

motocicleta, sin las medídas de seguridad correspondientes, razón por la cual no

debió aplicarse la regla de caducidad de la acción de reparación directa contenida

en el literal i) del numeral 2 del artículo 164 del CPACA, y ii) que, en todo caso,

aunque el accidente ocurrió el 29 de octubre de 2015, era necesario que hubiera

un fallo disciplinario que demostrara la responsabilidad del Estado, el cual se
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comunicó el 13 de septiembre de 2017, por lo que tenía hasta el 13 de septiembre

de 2019 para ejercer oportunamente la acción de reparación directa:

Esos argumentos fueron resueltos por el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, en providencia del 11 de

diciembre de 2018, de la siguiente manera (fls. 29 - 34)

( ..) Según las providencias en mención proferidas por la Subsección "C" de la
Sección Tercera y de la Sección Quinta del Consejo de Estado respecto de los
delitos de lesa humanidad no es posible la aplicación rigorista del literal i) del
articulo 164 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso
Administrativo contentivo del término de caducidad del medio de control de
reparación directa y en ese mismo sentido la misma no es aplicable, teniendo
en cuenta que los puestos fácticos que la componen no solo comportan la
lesión de un interés particular, sino además un daño grave que hace eco en la
humanidad

( ..) Observa la sala que de las pruebas obran tes al plenario, se desprende
que integrantes de la Policia Nacional supuestamente encontraron en poder
de Fabio Alejandro Suárez Reyes sustancias estupefacientes, motivo por el
cual fue detenido y transportado en una moto policial, en la cual, por el
irrespeto de normas de tránsito por parte del conductor (agente de policia) se
dio un accidente.

Lo anterior permite entrever que para ese momento el Suárez Reyes no era
civil sino una persona que se encontraba llevando a cabo una actividad ilegal,
situación que impide [que] lo acaecido sea catalogado como una violación a
sus derechos humanos, otra cosa es que el procedimiento policivo de su
transporte como detenido no se haya hecho de conformidad a los reglamentos
y normas que lo regulan, es decir, dista del carácter clandestino que reviste el
delito de lesa humanidad, que por obvias razones no se hace de forma oculta
y solapada.

Según lo indicado precedentemente que para la sala no se configura el delito
de lesa humanidad y por tanto no puede hacerse aplicación de lo sostenido
por la Subsección C de la Sección Tercera del Consejo de Estado en el
sentido de que cuando se da dicho punible la caducidad no procede.

Asi las cosas. en el presente caso por no tratarse de un asunto de lesa
humanidad debe aplicarse el articulo 164 del CPACA, el cual establece que
opera la caducidad cuando la demanda no se ha presentado dentro de los dos
años siguientes contados a partir de la ocurrencia del daljo, por lo cual el
conteo del término de los dos al10S para la radicación en término de la
demanda inició a juicio de la sala el 2 de noviembre de 2015, cuando Fabio
Alejandro Suárez Reyes fue dado de alta, en la medida en que para ese
momento habla sido tratado, intervenido quirúrgicamente y se hablan
diagnosticado sus lesiones, y en ese orden de ideas la oportunidad en
mención culminó el 3 de noviembre de 2017, en la medida en que la solicitud
de conciliación extrajudicial fue radicada por el apoderado' de la parte
demandante el 8 de febrero del 2018, cuando la oportunidad para presentar la
demanda habia fenecido

Visto lo anterior, es claro que la presente solicitud de amparo deviene en

improcedente, justamente porque busca revivir la discusión del proceso ordinario,
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respecto de la configuración o no del fenómeno juridico de la caducidad de la

acción, lo cual fue definido razonablemente por el Tribunal Administrativo de

Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B.

A juicio de la Sala, esos argumentos son razonables y no merecen reproche

alguno desde el punto de vista constitucional. El hecho de que el señor Fabio

Alejandro Suárez Reyes no los comparta, no habilita al juez de tutela para volver a

estudiar un asunto que ya fue decidido tanto por el Juzgado 32 Administrativo de

Bogotá como por el Tribunal Administrativo de Cundinamarca.

La tutela es un valioso mecanismo de protección de derechos fundamentales, mas

no es una instancia adicional de los procesos judiciales resueltos por el juez de la

causa. Las diferencias con el juez, respecto de la forma en que decide el conflicto I
jurídico, son cuestiones propias del proceso ordinario, que es el escenario ideal

para zanjarlas. Pretender que la acción de tutela se convierta en la instancia

adicional de todos los procesos judiciales no solo le resta vigor a la acción, sino

que termina por desconocer los principios de autonomía judicial y del juez natural.

En conclusión, la acción de tutela interpuesta por el señor Fabio Alejandro Suárez

Reyes carece de relevancia constitucional, porque los vicios en que

supuestamente incurrieron los despachos accionados, en realidad fueron

invocados para intentar convertir la tutela en una ínstancia adicional al proceso

ordinario.

Con todo, conviene señalar que la tesis según la cual en los casos de graves

violaciones a los derechos humanos no se aplica la regla de caducidad de la

acción de reparación directa, prevista en el articulo 164, numeral 2, literal ¡), del

CPACA, no es pacífíca al interior de la Sección Tercera de esta Corporación;

empero, en auto del 17 de mayo de 2018, la Sala Plena del Consejo de Estado, .

asumió el conocimiento de un asunto de esa naturaleza, con el propósito de

unificar su jurisprudencia y así determinar el alcance del bloque de

constitucionalidad frente a las normas internas que fijan el término dentro del cual

se deben ejercer las pretensiones de reparación directa.

Así las cosas, la Sala declarará improcedente la solicitud de amparo presentada

por el señor Suárez Reyes.

14



Radicación número: 11001-03-15-000-2019-00931-00
Actor: ANCizAR RODRíGUEZ GARCíA y OTRO
Demandado' TRIBUNAL ADMINISTRA TlVO DE CUNDINAMARCA. SECCiÓN
TERCERA. SUBSECC/ÓN B, y OTRO
Referencia.' SENTENCIA DE TUTELA DE PRIMERA INSTANCIA

Por lo expuesto, el Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo,

Sección Tercera, Subsección A, administrando justicia en nombre de la República

y por autoridad de la ley,

FALLA:

PRIMERO: DECLARAR la falta de legitimación en la causa por activa del señor

Ancizar Rodríguez Garcia, por las razones expuestas en la parte motiva de esta

providencia,

SEGUNDO: DECLARAR improcedente la tutela interpuesta por el señor Fabio

Alejandro Suárez Reyes contra el Juzgado 32 Administrativo de Bogotá y el

Tribunal Administrativo de Cundinamarca, Sección Tercera, Subsección B, por la

inobservancia del requisito de relevancia constitucional

TERCERO: NOTIFICAR a las partes y a los interesados por el medio más

expedito y eficaz,

CUARTO: Si no se impugna, por Secretaría General, DEVOLVER al despacho de

origen el expediente ordinario allegado a este proceso en calidad de préstamo y

ENVIAR el expediente de tutela a la Corte Constitucional para su eventual

revisión,

CÓPIESE, NOTIFíQUESE y CÚMPLASE

LÁSQUEZ RICO
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